Radicación: 66001 31 09 001 2020 00058 01

Accionante: Jorge Alonso Garrido Abad 

Accionado: Dirección Nacional de Derechos de Autor 

Decisión: Confirma


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS DE LA RESPUESTA / QUE SEA OPORTUNA / TÉRMINOS / SE AMPLIARON EN RAZÓN DE LA PANDEMIA / UNIDAD DE LA PETICIÓN / NO PUEDE ESCINDIRSE SI CONTIENE VARIOS REQUERIMIENTOS.
… el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante: “c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario… (…) d)…la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…) ”.
El artículo 5º del Decreto 491 de 2020 señala que:

“Para las peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así: 

“Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
Para la Colegiatura no son válidos los argumentos esgrimidos por el recurrente al señalar que no tenía nada que ver lo peticionado en un literal de la petición con los demás, pues fue él quien decidió elevar a través de un mismo escrito peticiones que según él no están relacionadas, y no puede pretender que por medio de una acción constitucional se le ordene a una entidad que fraccione su petición en varias, sometiéndose al desgaste de redactar diferentes respuestas y surtir distintos actos de notificación para contestar un memorial que se presentó en una unidad…
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	Procedencia:
	Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas
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	Jorge Alonso Garrido Abad 

	Accionado: 
	Dirección Nacional de Derechos de Autor 

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del señor JORGE ALONSO GARRIDO ABAD, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, en las calendas del 31 de julio de 2020, mediante la cual se negó la solicitud de amparo deprecada por el ahora recurrente en contra de la DIRECCIÓN NACIONAL DE DERECHOS DE AUTOR.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Refirió el accionante que mediante correo electrónico del 17 de junio de 2020 elevó petición a la Dirección Nacional de Derechos de Autor, en la que pedía, entre otras cosas, que le suministraran copia de unos actos administrativos. Sin embargo, a la fecha de interposición de la presente acción no había recibido ninguna respuesta, por lo que considera quebrantado el término consagrado en el artículo 5º del Decreto 491 de 2020 para resolver derechos de petición. 
PRETENSIONES:
Acorde con lo anterior, el accionante pidió el amparo de su derecho fundamental de petición, y como consecuencia de ello se le ordene a la accionada que le dé respuesta de fondo al literal B de la petición que realizó a través de correo electrónico. 
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. El Despacho de primera instancia profirió auto admisorio dentro del presente asunto en las calendas del 27 de julio de 2020, proveído en el que ordenó correr traslado a la Dirección Nacional de Derechos de Autor. 
2. Dentro del término de traslado, el Dr. Manuel Antonio Mora Cuellar, Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (E) de la Unidad Administrativa Especial - Dirección Nacional de Derechos de Autor DNDA, presentó escrito en el que argumentó que efectivamente el señor Jorge Alonso Garrido Abad presentó derecho de petición que fue radicado en esa entidad el 18 de junio de 2020, pero argumentó que todavía se encontraba dentro del término legalmente previsto para darle una respuesta, porque la solicitud estaba integrada por tres literales, una consulta y dos solicitudes de información, que conforman la misma petición, así las cosas, razón por la cual esa Dependencia, a la luz de lo consagrado en el artículo 5º del Decreto 491 de 2020, cuenta con el término de 35 días para dar una respuesta de fondo, porque no puede proceder a emitir un pronunciamiento independiente para cada uno de los numerales que conforman la solicitud cuando la misma fue presentada en un solo escrito.
El Dr. Hugo Sanín Jiménez Chicangana, Procurador 149 Judicial Penal II, sostuvo que la Dirección Nacional de Derechos de Autor vulneró el derecho fundamental de petición al accionante, porque no dio respuesta en el término que tenía para ello, por lo que pidió que se ampare dicha garantía, para que la entidad responda de fondo, congruente con lo pedido, y de manera clara y precisa.
3. Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 31 de julio de 2020 negar la solicitud de amparo, por considerar que la entidad demandada se encontraba para ese momento dentro del término legalmente previsto para resolver el derecho de petición deprecado por el accionante, el cual debe entenderse como una unidad y no como peticiones independientes. 
4. El accionante no estuvo de acuerdo con la conclusión a la que arribó el Despacho de primer nivel, por lo que presentó de manera oportuna recurso de impugnación en el que expuso que él solamente promovió tutela por haberse vencido los términos para resolver lo peticionado en los literales b y c del escrito radicado ante la entidad demandada, las cuales hacían referencia “a la entrega de copias de actos administravos (Sic) relacionados con la aprobación de unos presupuestos y Estados Financieros de Sayco y Acinpro, de 2017 a 2019, mientras que la del literal a, se refería a consultar si había aprobado las tarifas COVID expedidas por Sayco, que era un asunto de 2020, temas que no tenían ninguna relación y hacían independiente la consulta de las solicitudes de documentos que fueron objeto de la tutela”. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

· Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si la Unidad Administrativa Especial - Dirección Nacional de Derechos de Autor DNDA, por no resolver dentro del término legalmente previsto lo solicitado en un derecho de petición radicado desde el 18 de junio de 2020. 
· Solución: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial estatuido por el Legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

Sobre el derecho fundamental de petición: 

El artículo 23 de nuestra Constitución, establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado pacíficamente la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante: “c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. (…) d)…la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)
”.

El artículo 5º del Decreto 491 de 2020 señala que:

“Para las peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así: 
Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. 
Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 
(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los veinte (20) días siguientes a su recepción. 
(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su recepción. 
Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en el presente artículo expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este artículo...”
Acorde con la información consignada en el libelo, el accionante elevó derecho de petición dirigido a la Unidad Administrativa Especial - Dirección Nacional de Derechos de Autor DNDA, en el cual pedía: 

“a) Mediante qué acto administrativo aprobó esa Dirección, el manual de tarifas Covid 19 expedido por Sayco, para la realización de espectáculos a través de las plataformas digitales.

Igualmente, solicito copias de dicho acto administrativo.

b) Compulsarme copia auténtica de los actos administrativos con base a los cuales, esa Dirección, aprobó los presupuestos de Sayco y Acinpro, para las vigencias 2.017, 2018 y 2.019.

c) Compulsarme copia auténtica de la aprobación que respecto de los Estados Financieros de Sayco y Acinpro, realizó esa Dirección para las vigencias de 2017, 2018 y 2019.”

A partir de este punto, la Sala debe anunciar que convalidará la decisión de primer nivel, la cual se encuentra ajustada a derecho por cuanto está acreditado que el señor Jorge Alonso Garrido Abad presentó un solo escrito o derecho de petición ante la entidad demandada, el cual era contentivo de diversos tipos de solicitudes, entre ellos una consulta, para la cual, como viene de verse, la Ley prevé el término de 35 días para resolver. 
Para la Colegiatura no son válidos los argumentos esgrimidos por el recurrente al señalar que no tenía nada que ver lo peticionado en un literal de la petición con los demás, pues fue él quien decidió elevar a través de un mismo escrito peticiones que según él no están relacionadas, y no puede pretender que por medio de una acción constitucional se le ordene a una entidad que fraccione su petición en varias, sometiéndose al desgaste de redactar diferentes respuestas y surtir distintos actos de notificación para contestar un memorial que se presentó en una unidad y al cual se le asignó un radicado único, lo que quiere decir que la entidad sí está en el deber de abordar cada uno de los puntos de la solicitud, pero de ninguna manera estará obligada a dividir y contestar en memoriales separados a elección del señor Garrido, quien debió considerar desde un inicio que quería respuestas aisladas, y en ese mismo sentido, presentar escritos separados.   

Quiere decir lo anterior que la vulneración al derecho fundamental de petición no tuvo ocurrencia, porque si la solicitud se radicó efectivamente el 18 de junio de 2020 de 35 días hábiles corrió entre el día siguiente, 19 de junio de 2020 y el 5 de agosto de 2020, estando claro que al momento de interponer la acción de tutela e incluso para cuando se interpuso el recurso de impugnación, dicho término no había fenecido.
Bajo ese norte, la Sala avalará la decisión de primer nivel, por haberla encontrado ajustada a derecho.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor JORGE ALONSO GARRIDO ABAD en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL - DIRECCIÓN NACIONAL DE DERECHOS DE AUTOR DNDA, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

CON AUSENCIA JUSTIFICADA

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Sentencia T-219 de 2001.
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